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T	E	M	A	R	I	O

Bloque 1

Tema 1.- La Constitución Española de 1978: Regulación constitucional del gobierno y la

administración y de la organización territorial del Estado.

Tema 2.- Las fuentes del derecho administrativo: La Constitución. Leyes orgánicas y

ordinarias. Disposiciones normativas con fuerza de ley. El reglamento: concepto, naturaleza

y clase. Límites de la potestad reglamentaria.

Tema 3.- El procedimiento administrativo: La Ley 39/2015, de Procedimiento

Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Tema 4.- El régimen jurídico del sector público: La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del

Sector Público.

Tema 5.- El régimen del empleado público: el Estatuto Básico del Empleado Público.

Tema 6.- La contratación en el sector público: La Ley 9/2017, de Contratos del Sector

Público.

Tema 7.- La Ley Orgánica de Universidades, Autonomía universitaria. Naturaleza, creación,

reconocimiento y régimen jurídico de universidades.

Tema 8.- Órganos de gobierno de las Universidades en la Ley Orgánica de Universidades

y en los Estatutos de la Universidad Rey Juan Carlos.

Tema 9.- Protección de datos de carácter personal: la Ley Orgánica 3/2018, de Protección

de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.



Bloque 2

Tema 10.- La organización académica en la Ley Orgánica de Universidades y en los

Estatutos de la Universidad Rey Juan Carlos: Departamentos, Facultades, Escuelas Técnicas

Superiores, Escuelas Universitarias, Institutos Universitarios, Centros adscritos.

Tema 11.- Régimen de los estudiantes en la Ley Orgánica de Universidades y en los

Estatutos de la Universidad Rey Juan Carlos. El Estatuto del Estudiante Universitario.

Tema 12.- Régimen económico y financiero de las Universidades en la Ley Orgánica de

Universidades y en los Estatutos de la Universidad Rey Juan Carlos.

Tema 13.- Estructura de las enseñanzas universitarias. Regulación de los estudios

universitarios de grado y de los estudios universitarios de posgrado. Títulos propios.

Referencia a la Universidad Rey Juan Carlos.

Tema 14.- Régimen jurídico de la investigación. La organización de la actividad

investigadora. Referencia a la Universidad Rey Juan Carlos.

Tema 15.- Clases y régimen jurídico del profesorado. Clases y régimen jurídico del personal

de administración y servicios. Políticas de igualdad de género: Normativa aplicable y

políticas de igualdad en la Universidad Rey Juan Carlos.

Tema 16.- Normativa sobre administración electrónica y sede electrónica. Especial

referencia a la Universidad Rey Juan Carlos.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	REGULACIÓN	CONSTITUCIONAL
DEL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN	Y	DE	LA	ORGANIZACIÓN

TERRITORIAL	DEL	ESTADO.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	elaborada	y	discutida	en	el	Congreso	y	Senado,	mediante	Real	Decreto	2550/1978	se	convocó	el
Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo	lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se
llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.	El	Proyecto	fue	aprobado	por	el
87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO:	LA	CONSTITUCIÓN.
LEYES	ORGÁNICAS	Y	ORDINARIAS.	DISPOSICIONES	NORMATIVAS	CON	FUERZA

DE	LEY.	EL	REGLAMENTO:	CONCEPTO,	NATURALEZA	Y	CLASE.
LÍMITES	DE	LA	POTESTAD	REGLAMENTARIA.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.‐	ORÍGENES,	CONCEPTO	Y	CONTENIDO	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO

El	Derecho	Administrativo	surgió	como	manifestación	de	las	concepciones	jurídicas	de	la	Revolución	france‐
sa	y	como	una	reacción	directa	contra	las	técnicas	de	gobierno	del	absolutismo.	Este	partía	de	un	principio
básico:	la	fuente	de	todo	Derecho	es	la	persona	subjetiva	del	Rey	en	su	condición	de	representante	de	Dios
en	la	comunidad,	lo	que	implica	que	puede	actuar	tanto	por	normas	generales	como	por	actos	singulares	o
por	sentencias	contrarias	a	aquellas.	Los	revolucionarios	rechazaban	tal	situación	afirmando	que	la	fuente
del	Derecho	no	está	en	ninguna	institución	supuestamente	trascendental	a	la	comunidad,	sino	en	esta	misma,
en	su	voluntad	general.	Y	a	la	vez,	sólo	hay	una	forma	legítima	de	expresión	de	esa	voluntad:	la	ley	general,
la	cual	ha	de	determinar	todos	y	cada	uno	de	los	actos	singulares	del	poder.

La	mayor	parte	de	los	conceptos	que	de	Derecho	Administrativo	se	han	dado	vienen	impuestos	por	una	doble
consideración:	que	el	Derecho	Administrativo	es	esencialmente	la	rama	jurídica	reguladora	de	la	organiza‐
ción	y	funcionamiento	de	la	Administración	pública,	lo	cual	parece	evidente,	y	que	‐por	otra	parte‐	no	toda
la	normativa	aplicable	con	fines	de	organizar	o	hacer	actuar	a	la	Administración	pública	es,	sin	embargo,
Derecho	Administrativo.	Dicho	de	otra	 forma,	 la	necesidad	de	elaboración	de	un	concepto	del	Derecho
Administrativo	viene	impuesta	porque	el	criterio	subjetivo,	la	presencia	de	la	Administración	en	una	relación
jurídica	cualquiera,	es	insuficiente	para	hacer	de	esa	relación	una	sujeta	al	Derecho	Administrativo,	ya	que
a	menudo	ésta	se	somete	al	Derecho	privado	al	actuar	sin	imperium.

De	acuerdo	con	las	dos	notas	fundamentales	citadas,	esto	es,	el	Derecho	Administrativo	es	el	Derecho	de	la
Administración,	y	el	Derecho	Administrativo	es	un	Derecho	distinto	del	privado	y,	por	consiguiente	público,
ENTRENA	CUESTA	define	el	Derecho	Administrativo	como	“el	conjunto	de	normas	de	Derecho	Público
interno	que	regulan	la	organización	y	actividad	de	las	Administraciones	públicas”.

Por	su	parte,	GARCÍA	DE	ENTERRÍA,	después	de	recordar	la	existencia	de	dos	clases	de	Derechos:	Derechos
generales	y	Derechos	estatutarios,	entiende	que	el	Derecho	Administrativo	no	es	el	Derecho	propio	de	unos
órganos	o	de	un	poder,	ni	tampoco	el	Derecho	propio	de	una	función,	sino	un	Derecho	de	naturaleza	estatuta‐
ria,	en	cuanto	se	dirige	a	la	regulación	de	las	singulares	especies	de	sujetos	que	se	agrupan	bajo	el	nombre
de	Administraciones	Públicas,	sustrayendo	a	estos	sujetos	singulares	del	Derecho	Común.

Para	ZANOBINI	«el	Derecho	administrativo	es	aquella	parte	del	Derecho	público	que	tiene	por	objeto	regular
la	organización,	los	medios	y	las	formas	de	la	actividad	de	las	administraciones	públicas	y	las	consiguientes
relaciones	jurídicas	entre	aquéllas	y	otros	sujetos».
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TEMA	3.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	LA	LEY	39/2015,
DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

INTRODUCCIÓN

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.

TÍTULO I: LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO.- El Título I regula entre otras cuestiones, las especia-
lidades de la capacidad de obrar en el ámbito del Derecho administrativo, haciéndola extensiva por
primera vez a los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios
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TEMA	4.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	5.‐	EL	RÉGIMEN	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO:
EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El régimen jurídico del personal al servicio de las Administraciones Públicas está configurado fundamental-
mente por el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), aprobado actualmente por Real Decreto Legislati-
vo 5/2015 de 30 de octubre, que establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones
de empleo público, empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad
primordial de cualquier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano
recibe de la Administración.

El Estatuto Básico del Empleado Público contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de
todas las AA.PP., más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
reconoce e integra la evidencia del papel creciente que en el conjunto de Administraciones Públicas viene
desempeñando la contratación de personal conforme a la legislación laboral para el desempeño de determi-
nadas tareas. En ese sentido, el Estatuto sintetiza aquello que diferencia a quienes trabajan en el sector
público administrativo, sea cual sea su relación contractual, de quienes lo hacen en el sector privado.

El Estatuto Básico es un paso importante y necesario en un proceso de reforma, previsiblemente largo y
complejo, que debe adaptar la articulación y la gestión del empleo público en España a las necesidades de
nuestro tiempo, en línea con las reformas que se vienen emprendiendo últimamente en los demás países de
la Unión Europea y en la propia Administración comunitaria.

El EBEP consta de 100 artículos distribuidos en 8 Títulos, con la siguiente estructura:

• TÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación

• TÍTULO II. Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I. Clases de personal
CAPÍTULO II. Personal directivo

• TÍTULO III. Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I. Derechos de los empleados públicos
CAPÍTULO II. Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desempeño
CAPÍTULO III. Derechos retributivos
CAPÍTULO IV. Dº a la negociac. colectiva, representación y participación institucional. Dº de reunión
CAPÍTULO V. Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones
CAPÍTULO VI. Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta



www.temariosenpdf.es Tema 6 - Pág. 1

TEMA	6.‐	LA	CONTRATACIÓN	EN	EL	SECTOR	PÚBLICO:
LA	LEY	9/2017,	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

INTRODUCCIÓN

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamien-
to jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26
de febrero de 2014 consta de 347 artículos estructurados en un Título Preliminar dedicado a recoger las
disposiciones generales en esta materia y cuatro libros sucesivos, relativos a la configuración general de la
contratación del sector público y los elementos estructurales de los contratos (Libro I), la preparación de los
contratos administrativos, la selección del contratista y la adjudicación de estos contratos, así como los
efectos, cumplimiento y extinción de estos contratos (Libro II), los contratos de otros entes del sector público
(Libro III), y, por último, la organización administrativa para la gestión de la contratación (Libro IV). Su
estructura completa es la siguiente

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales

CAPÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación
Sección 2.ª Negocios y contratos excluidos

CAPÍTULO II. Contratos del sector público

Sección 1.ª Delimitación de los tipos contractuales
Sección 2.ª Contratos sujetos a una regulación armonizada
Sección 3.ª Contratos administrativos y contratos privados

LIBRO	PRIMERO.	Configuración	general	de	la	contratación	del	sector	público	y	elementos	estructura‐
les	de	los	contratos

• TÍTULO I. Disposiciones generales sobre la contratación del sector público

CAPÍTULO I. Racionalidad y consistencia de la contratación del sector público
CAPÍTULO II. Libertad de pactos y contenido mínimo del contrato
CAPÍTULO III. Perfección y forma del contrato
CAPÍTULO IV. Régimen de invalidez
CAPÍTULO V. Del recurso especial

• TÍTULO II. Partes en el contrato
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TEMA	7.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES,	AUTONOMÍA	UNIVERSITARIA.
NATURALEZA,	CREACIÓN,	RECONOCIMIENTO	Y	RÉGIMEN

JURÍDICO	DE	UNIVERSIDADES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, sustituyó a la Ley Orgánica 11/1983, de 25
de agosto, de Reforma Universitaria, que se dictó en su momento en desarrollo de lo dispuesto en el art.
27.10 de la Constitución, al reconocer la autonomía de las Universidades en los términos que la ley establez-
ca.

La Ley Orgánica 6/2001 nació con el propósito de impulsar la acción de la Administración General del Estado
en la vertebración y cohesión del sistema universitario, de profundizar las competencias de las Comunidades
Autónomas en materia de enseñanza superior, de incrementar el grado de autonomía de las Universidades,
y de establecer los cauces necesarios para fortalecer las relaciones y vinculaciones recíprocas entre Universi-
dad y sociedad.

Es una Ley de la sociedad para la Universidad, en la que ambas dispondrán de los mecanismos adecuados
para intensificar su necesaria y fructífera colaboración. Constituye así el marco adecuado para vincular la
autonomía universitaria con la rendición de cuentas a la sociedad que la impulsa y la financia. Y es el escena-
rio normativo idóneo para que la Universidad responda a la sociedad, potenciando la formación e investiga-
ción de excelencia, tan necesarias en un espacio universitario español y europeo que confía en su capital
humano como motor de su desarrollo cultural, político, económico y social.

La Ley articula los distintos niveles competenciales, los de las Universidades, las Comunidades Autónomas
y la Administración General del Estado. Diseña un mayor autogobierno de las Universidades y supone un
incremento del compromiso de las CC.AA., lo que implica para las primeras una mayor eficiencia en el uso
de los recursos públicos y nuevas atribuciones de coordinación y gestión para las segundas. Esto implica
dotar de nuevas competencias a las Universidades y a las Comunidades Autónomas respecto a la anterior
legislación, con el objetivo de plasmar en el texto de forma inequívoca la confianza de la sociedad en sus
Universidades y la responsabilidad de éstas ante sus respectivas Administraciones educativas.

También es objetivo irrenunciable de la Ley la mejora de la calidad del sistema universitario en su conjunto
y en todas y cada una de sus vertientes. Se profundiza, por tanto, en la cultura de la evaluación mediante la
creación de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación y se establecen nuevos mecanis-
mos para el fomento de la excelencia: mejorar la calidad de la docencia y la investigación, a través de un
nuevo sistema objetivo y transparente, que garantice el mérito y la capacidad en la selección y el acceso del
profesorado, y mejorar, asimismo, la calidad de la gestión, mediante procedimientos que permitirán resolver
con agilidad y eficacia las cuestiones de coordinación y administración de la Universidad.
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TEMA	8.‐	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO	DE	LAS	UNIVERSIDADES	EN	LA	LEY	ORGÁNICA
DE	UNIVERSIDADES	Y	EN	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

1.‐	EL	GOBIERNO	Y	REPRESENTACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS	EN	LA	LOU

La Ley Orgánica de Universidades regula los órganos de gobierno de las Universidades Públicas en su Título
III, con el contenido siguiente.

Órganos de gobierno y representación de las Universidades públicas.- Los estatutos de las universidades
públicas establecerán, al menos, los siguientes órganos:

a) Colegiados: Consejo Social, Consejo de Gobierno, Claustro Universitario, Juntas de Escuela y Facul-
tad y Consejos de Departamento.

b) Unipersonales: Rector o Rectora, Vicerrectores o Vicerrectoras, Secretario o Secretaria General,
Gerente, Decanos o Decanas de Facultades, Directores o Directoras de Escuelas, de Departamentos
y de Institutos Universitarios de Investigación.

La elección de los representantes de los distintos sectores de la comunidad universitaria en el Claustro
Universitario, en las Juntas de Facultad o Escuela y en los Consejos de Departamento se realizará median-
te sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, en cada uno de ellos.

Los estatutos establecerán las normas electorales aplicables, las cuales deberán propiciar en los órganos
colegiados la presencia equilibrada entre mujeres y hombres.

Consejo Social.- El Consejo Social es el órgano de participación de la sociedad en la universidad, y debe
ejercer como elemento de interrelación entre la sociedad y la universidad.

Corresponde al Consejo Social la supervisión de las actividades de carácter económico de la universidad
y del rendimiento de sus servicios y promover la colaboración de la sociedad en la financiación de la
universidad. A tal fin, aprobará un plan anual de actuaciones destinado a promover las relaciones entre
la universidad y su entorno cultural, profesional, económico y social al servicio de la calidad de la activi-
dad universitaria. Los consejos sociales podrán disponer de la oportuna información y asesoramiento
de los órganos de evaluación de las Comunidades Autónomas y de la Agencia Nacional de Evaluación de
la Calidad y Acreditación (ANECA).

Asimismo, le corresponde la aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universi-
dad, a propuesta del Consejo de Gobierno. Además, con carácter previo al trámite de rendición de
cuentas ante el órgano de fiscalización de cuentas de la Comunidad Autónoma (sin perjuicio de las
competencias del Tribunal de Cuentas), le corresponde aprobar las cuentas anuales de la Universidad
y las de las entidades que de ella puedan depender y sin perjuicio de la legislación mercantil u otra a las
que dichas entidades puedan estar sometidas en función de su personalidad jurídica.
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TEMA	9.‐	PROTECCIÓN	DE	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL:
LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS
PERSONALES	Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2018

1.1.- INTRODUCCIÓN

La adaptación a la normativa europea expresada en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD),
aplicable a partir del 25 de mayo de 2018, ha requerido la elaboración de una nueva ley orgánica que
sustituya a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. Esta
norma ha sido la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales, que presenta la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO I. Disposiciones generales
• TÍTULO II. Principios de protección de datos
• TÍTULO III. Derechos de las personas

CAPÍTULO I. Transparencia e información
CAPÍTULO II. Ejercicio de los derechos

• TÍTULO IV. Disposiciones aplicables a tratamientos concretos
• TÍTULO V. Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I. Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa
CAPÍTULO II. Encargado del tratamiento
CAPÍTULO III. Delegado de protección de datos
CAPÍTULO IV. Códigos de conducta y certificación

• TÍTULO VI. Transferencias internacionales de datos
• TÍTULO VII. Autoridades de protección de datos

CAPÍTULO I. La Agencia Española de Protección de Datos

Sección 1.ª Disposiciones generales
Sección 2.ª Potestades de investigación y planes de auditoría preventiva
Sección 3.ª Otras potestades de la Agencia Española de Protección de Datos

CAPÍTULO II. Autoridades autonómicas de protección de datos
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TEMA	10.‐	LA	ORGANIZACIÓN	ACADÉMICA	EN	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDA‐
DES	Y	EN	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS:	DEPARTAMEN‐
TOS,	FACULTADES,	ESCUELAS	TÉCNICAS	SUPERIORES,	ESCUELAS	UNIVERSITA‐

RIAS,	INSTITUTOS	UNIVERSITARIOS,	CENTROS	ADSCRITOS.

1.‐	LA	ESTRUCTURA	DE	LAS	UNIVERSIDADES	SEGÚN	LA	LOU

Centros y estructuras.- Las Universidades públicas estarán integradas por Escuelas, Facultades, Departamen-
tos, Institutos Universitarios de Investigación, Escuelas de Doctorado y por aquellos otros centros o
estructuras necesarios para el desempeño de sus funciones.

Facultades, escuelas y escuelas de doctorado.- Las escuelas y facultades son los centros encargados de la
organización de las enseñanzas y de los procesos académicos, administrativos y de gestión conducentes
a la obtención de títulos de grado. Podrán impartir también enseñanzas conducentes a la obtención de
otros títulos, así como llevar a cabo aquellas otras funciones que determine la universidad.

La creación, modificación y supresión de dichos centros, así como la implantación y supresión de las
enseñanzas conducentes a la obtención de títulos universitarios de carácter oficial y validez en todo el
territorio nacional, serán acordadas por la Comunidad Autónoma, bien por propia iniciativa, con el
acuerdo del Consejo de Gobierno de la universidad, bien por iniciativa de la universidad mediante
propuesta del Consejo de Gobierno, en ambos casos con informe previo favorable del Consejo Social.

De la creación, modificación y supresión de dichos centros, así como la implantación y supresión de las
enseñanzas conducentes a la obtención de títulos universitarios de carácter oficial y validez en todo el
territorio nacional será informada la Conferencia General de Política Universitaria.

Las escuelas de doctorado son unidades creadas por una o varias universidades, por sí mismas o en
colaboración con otros organismos, centros, instituciones y entidades con actividades de I + D + i,
nacionales o extranjeras, que tienen por objeto fundamental la organización, dentro de su ámbito de
gestión, del doctorado en una o varias ramas de conocimiento o con carácter interdisciplinar.

Las universidades podrán crear escuelas de doctorado de acuerdo con lo previsto en su propia normativa
y en la de la respectiva Comunidad Autónoma. Su creación deberá ser notificada al Ministerio de Educa-
ción, a efectos de su inscripción en el Registro de Universidades, Centros y Títulos.

Departamentos.- Los departamentos son las unidades de docencia e investigación encargadas de coordinar
las enseñanzas de uno o varios ámbitos del conocimiento en uno o varios centros, de acuerdo con la
programación docente de la universidad, de apoyar las actividades e iniciativas docentes e investigado-
ras del profesorado, y de ejercer aquellas otras funciones que sean determinadas por los estatutos.

La creación, modificación y supresión de departamentos corresponde a la universidad, conforme a sus
estatutos.
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TEMA	11.‐	RÉGIMEN	DE	LOS	ESTUDIANTES	EN	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDA‐
DES	Y	EN	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

EL	ESTATUTO	DEL	ESTUDIANTE	UNIVERSITARIO.

1.‐	EL	RÉGIMEN	DE	LOS	ESTUDIANTES	EN	LA	LOU

Acceso a la Universidad.- El estudio en la Universidad es un derecho de todos los españoles en los términos
establecidos en el ordenamiento jurídico.

Para el acceso a la Universidad será necesario estar en posesión del título de bachiller o equivalente.

Corresponde al Gobierno, previo informe de la Conferencia General de Política Universitaria, establecer
las normas básicas para la admisión de los estudiantes que soliciten ingresar en los centros universita-
rios, siempre con respeto a los principios de igualdad, mérito y capacidad, y en todo caso de acuerdo con
lo indicado en el artículo 38 de la Ley Orgánica 2/2006, de Educación, sobre admisión a las enseñanzas
universitarias oficiales de grado desde el título de Bachiller o equivalente.

Para facilitar la actualización de la formación y la readaptación profesionales y la plena y efectiva
participación en la vida cultural, económica y social, el Gobierno, previo informe del Consejo de Universi-
dades, regulará los procedimientos para el acceso a la universidad de quienes, acreditando una determi-
nada experiencia laboral o profesional, no dispongan de la titulación académica legalmente requerida
al efecto con carácter general. A este sistema de acceso, que permitirá el ingreso en cualquier universi-
dad, centro y enseñanza, podrán acogerse también, en las condiciones que al efecto se establezcan,
quienes, no pudiendo acreditar dicha experiencia, hayan superado una determinada edad.

Oferta de plazas en las Universidades públicas.- Las Comunidades Autónomas efectuarán la programación
de la oferta de enseñanzas de las Universidades públicas de su competencia y sus distintos centros, de
acuerdo con ellas y conforme a los procedimientos que establezcan.

La oferta de plazas se comunicará a la Conferencia General de Política Universitaria para su estudio y
determinación de la oferta general de enseñanzas y plazas, que será publicada en el BOE.

Los poderes públicos desarrollarán, en el marco de la programación general de la enseñanza universita-
ria, una política de inversiones tendente a adecuar la capacidad de los centros a la demanda social,
teniendo en cuenta el gasto público disponible, la previsión de las necesidades de la sociedad y la
compensación de los desequilibrios territoriales.

Límites máximos de admisión de estudiantes.- El Gobierno, previo acuerdo de la Conferencia General de
Política Universitaria podrá, para poder cumplir las exigencias derivadas de Directivas comunitarias o
de convenios internacionales, o bien por motivos de interés general igualmente acordados en la Confe-
rencia General de Política Universitaria, establecer límites máximos de admisión de estudiantes en los
estudios de que se trate. Dichos límites afectarán al conjunto de las universidades públicas y privadas.
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TEMA	12.‐	RÉGIMEN	ECONÓMICO	Y	FINANCIERO	DE	LAS	UNIVERSIDADES
EN	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES	Y	EN	LOS	ESTATUTOS

DE	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

1.‐	EL	RÉGIMEN	ECONÓMICO	Y	FINANCIERO	DE	LAS	UNIVERSIDADES	EN	LA	LOU

Autonomía económica y financiera.- Las universidades públicas tendrán autonomía económica y financiera
en los términos establecidos en la presente Ley. A tal efecto, se garantizará que las universidades dispon-
gan de los recursos necesarios para un funcionamiento básico de calidad.

En el ejercicio de su actividad económico-financiera, las Universidades públicas se regirán por lo previsto
en este Título y en la legislación financiera y presupuestaria aplicable al sector público.

Patrimonio de la Universidad.- Constituye el patrimonio de cada Universidad el conjunto de sus bienes,
derechos y obligaciones. Los bienes afectos al cumplimiento de sus fines y los actos que para el desarrollo
inmediato de tales fines realicen, así como sus rendimientos, disfrutarán de exención tributaria, siempre
que los tributos y exenciones recaigan directamente sobre las Universidades en concepto legal de
contribuyentes, a no ser que sea posible legalmente la traslación de la carga tributaria.

Las Universidades asumen la titularidad de los bienes de dominio público afectos al cumplimiento de sus
funciones, así como los que, en el futuro, se destinen a estos mismos fines por el Estado o por las Comuni-
dades Autónomas. Se exceptúan, en todo caso, los bienes que integren el Patrimonio Histórico Español.

Cuando los bienes a los que se refiere el primer inciso de este apartado dejen de ser necesarios para la
prestación del servicio universitario, o se empleen en funciones distintas de las propias de la Universi-
dad, la Administración de origen podrá reclamar su reversión, o bien, si ello no fuere posible, el reembol-
so de su valor al momento en que procedía la reversión.

Las Administraciones públicas podrán adscribir bienes de su titularidad a las Universidades públicas
para su utilización en las funciones propias de las mismas.

La administración y disposición de los bienes de dominio público, así como de los patrimoniales se
ajustará a las normas generales que rijan en esta materia.

Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en la legislación sobre Patrimonio Histórico Español, los
actos de disposición de los bienes inmuebles y de los muebles de extraordinario valor serán acordados
por la Universidad, con la aprobación del Consejo Social, de conformidad con las normas que, a este
respecto, determine la Comunidad Autónoma.

En cuanto a los beneficios fiscales de las Universidades públicas, se estará a lo dispuesto para las entida-
des sin finalidad lucrativa en la Ley 30/1994, de Fundaciones e Incentivos Fiscales a la Participación
Privada en Actividades de Interés General. Las actividades de mecenazgo en favor de las Universidades
públicas gozarán de los beneficios que establece la mencionada Ley.
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TEMA	13.‐	ESTRUCTURA	DE	LAS	ENSEÑANZAS	UNIVERSITARIAS.	REGULACIÓN
DE	LOS	ESTUDIOS	UNIVERSITARIOS	DE	GRADO	Y	DE	LOS	ESTUDIOS
UNIVERSITARIOS	DE	POSGRADO.	TÍTULOS	PROPIOS.	REFERENCIA

A	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

1‐	LAS	ENSEÑANZAS	Y	TÍTULOS	UNIVERSITARIOS

La función docente.- Las enseñanzas para el ejercicio de profesiones que requieren conocimientos científicos,
técnicos o artísticos, y la transmisión de la cultura son misiones esenciales de la Universidad.

La docencia es un derecho y un deber de los profesores de las Universidades que ejercerán con libertad
de cátedra, sin más límites que los establecidos en la Constitución y en las leyes y los derivados de la
organización de las enseñanzas en sus Universidades.

La actividad y la dedicación docente, así como la formación del personal docente de las Universidades,
serán criterios relevantes, atendida su oportuna evaluación, para determinar su eficiencia en el desarro-
llo de su actividad profesional.

Títulos universitarios.- Las universidades impartirán enseñanzas conducentes a la obtención de títulos
oficiales y con validez en todo el territorio nacional y podrán impartir enseñanzas conducentes a la
obtención de otros títulos.

Los títulos universitarios de carácter oficial y con validez en todo el territorio nacional deberán inscribir-
se en el Registro de universidades, centros y títulos, previsto en la disposición adicional vigésima. Podrán
inscribirse otros títulos a efectos informativos. El Gobierno regulará el procedimiento y las condiciones
para su inscripción.

Títulos oficiales.- El Gobierno establecerá las directrices y las condiciones para la obtención de los títulos
universitarios de carácter oficial y con validez en todo el territorio nacional, que serán expedidos en
nombre del Rey por el Rector de la universidad.

Para impartir enseñanzas oficiales y expedir los correspondientes títulos oficiales, con validez en todo
el territorio nacional, las universidades deberán poseer la autorización pertinente de la Comunidad
Autónoma, según lo dispuesto en la legislación de la misma y lo previsto en la LOU, y obtener la verifica-
ción del Consejo de Universidades de que el oportuno plan de estudios se ajusta a las directrices y
condiciones establecidas por el Gobierno. El procedimiento deberá preservar la autonomía académica
de las universidades.

Tras la autorización de la Comunidad Autónoma y la verificación del plan de estudios que otorgue el
Consejo de Universidades, el Gobierno establecerá el carácter oficial del título y ordenará su inscripción
en el Registro de universidades, centros y títulos.
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TEMA	14.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DE	LA	INVESTIGACIÓN.	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA
ACTIVIDAD	INVESTIGADORA.	REFERENCIA	A	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

1.‐	EL	RÉGIMEN	JURÍDICO	DE	LA	INVESTIGACIÓN

1.1.- INTRODUCCIÓN

El derecho a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica se reconoce y protege en el art.
20.1.b) de la Constitución. Aunque el precepto engloba cuatro ámbitos de creación y producción, dentro de
lo que se ha denominado desde un sentido más amplio, libertad de creación cultural, la producción y creación
científica y técnica lleva implícita una serie de características propias. 

La creación científica consistiría tanto en la labor investigadora como en el resultado de esa labor, pudiendo
definirse la creación científica en cuanto a labor investigadora como un proceso discursivo, metódico,
racional y contrastado, ajeno a cualquier valor extraño a la propia ciencia y no demostrado por ésta; por su
parte, la creación técnica tendría como objeto la aplicación de la ciencia. El derecho a la producción y
creación científica y técnica proclamado en la Constitución engloba tanto la libertad científica como el
derecho a la propiedad intelectual.

1.2.- LA LEY DE LA CIENCIA

La Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, incorpora un conjunto de medidas
de carácter novedoso que persiguen situar a la legislación española en materia de ciencia y tecnología e
innovación en la vanguardia internacional. Entre estas medidas para una «Ciencia del siglo XXI» destacan
la incorporación del enfoque de género con carácter transversal; el establecimiento de derechos y deberes
del personal investigador y técnico; el compromiso con la difusión universal del conocimiento, mediante el
posicionamiento a favor de las políticas de acceso abierto a la información científica; la incorporación de la
dimensión ética profesional, plasmada en la creación de un Comité que aplicará los criterios y directrices
internacionalmente aceptados; o el concepto de cooperación científica y tecnológica al desarrollo.

La ley profundiza en la vertebración de las relaciones y en el diálogo entre ciencia, tecnología, innovación
y sociedad. En particular, reconoce las actividades de divulgación y de cultura científica y tecnológica como
consustanciales a la carrera investigadora, para mejorar la comprensión y la percepción social sobre cuestio-
nes científicas y tecnológicas y la sensibilidad hacia la innovación, así como para promover una mayor
participación ciudadana en este ámbito.

La ley desarrolla el título competencial contenido en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución Española e
incorpora normas relativas a otros ámbitos de competencias de la Administración General del Estado. Se
considera el concepto de investigación científica y técnica como equivalente al de investigación y desarrollo,
entendido como el trabajo creativo realizado de forma sistemática para incrementar el volumen de conoci-
mientos, incluidos los relativos al ser humano, la cultura y la sociedad, el uso de esos conocimientos para
crear nuevas aplicaciones, su transferencia y su divulgación.
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TEMA	15.‐	CLASES	Y	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PROFESORADO.	CLASES	Y	RÉGIMEN
JURÍDICO	DEL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS.	POLÍTICAS
DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO:	NORMATIVA	APLICABLE	Y	POLÍTICAS	DE

IGUALDAD	EN	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

INTRODUCCIÓN

El personal al servicio de las Universidades públicas se caracteriza por su variedad de regímenes y catego-
rías, y en consecuencia por la multiplicidad de normas reguladoras. Existen una regulación general de ámbito
universitario, que es la LOU, y específica de la URJC, que son sus propios Estatutos. Y en el ámbito del perso-
nal universitario se aplica genéricamente el Estatuto Básico del Empleado Público (personal funcionario)
y el Estatuto de los Trabajadores (personal funcionario).

Respecto del personal docente e investigador, los funcionarios de Cuerpos Docentes cuentan con su propia
normativa estatal, además de las disposiciones de los Estatutos y de la normativa interna de la URJC. Y el
personal docente e investigador contratado se rige por la LOU, las disposiciones de los Estatutos, el Estatuto
de los Trabajadores, el Convenio Colectivo y la normativa interna de la URJC.

Respecto del personal de administración y servicios, los funcionarios se rigen por el EBEP, los Estatutos de
la URJC, los acuerdos reguladores autonómicos y de la propia URJC, y el resto de normativa estatal de Función
Pública con carácter supletorio. Y el personal laboral se rige por la LOU, las disposiciones de los Estatutos,
el ET, el Convenio Colectivo específico y la normativa interna de la URJC.

A toda la gama de personal referida hay que añadir el personal investigador, que se rige (además de la LOU
y los Estatutos de la URJC), por la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, y
por el Estatuto del Personal Investigador en Formación (Real Decreto 63/2006, de 27 de enero).

1.‐	EL	PERSONAL	DOCENTE	E	INVESTIGADOR	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS

Según la LOU, el personal docente e investigador de las Universidades públicas estará compuesto de funcio-
narios de los cuerpos docentes universitarios y de personal contratado.

1.1.- EL PERSONAL DOCENTE E INVESTIGADOR CONTRATADO

Normas generales.- Las universidades podrán contratar personal docente e investigador en régimen laboral,
a través de las modalidades de contratación laboral específicas del ámbito universitario que se regulan
en la LOU o mediante las modalidades previstas en el Estatuto de los Trabajadores para la sustitución
de trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo. También podrán contratar personal investi-
gador, técnico u otro personal, a través del contrato de trabajo por obra o servicio determinado, para el
desarrollo de proyectos de investigación científica o técnica. Asimismo, las universidades podrán nom-
brar profesoras y profesores eméritos en las condiciones previstas en la LOU.
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TEMA	16.‐	NORMATIVA	SOBRE	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA	Y	SEDE
ELECTRÓNICA.	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LA	UNIVERSIDAD	REY	JUAN	CARLOS.

1.‐	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA	Y	SERVICIOS	AL	CIUDADANO

1.1.- LA ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA

La administración electrónica constituye un instrumento esencial para prestar unos servicios públicos más
eficaces y de mejor calidad, reducir los plazos de espera de los usuarios y mejorar la transparencia y la
rendición de cuentas.

La administración electrónica se define como la utilización de las tecnologías de la información y la comuni-
cación (TIC) en las administraciones públicas, asociada a cambios en la organización y nuevas aptitudes del
personal. El objetivo es mejorar los servicios públicos, reforzar los procesos democráticos y apoyar a las
políticas públicas.

La administración electrónica o e-administración va más allá de la mera automatización de los procesos
administrativos y el desarrollo de productos y servicios electrónicos. Supone una nueva concepción de la
relación con los ciudadanos, empresas e instituciones, y una reingeniería de los procesos.

1.2.- EL DESARROLLO DE LA ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA

Las Administraciones Públicas llevan años invirtiendo para mejorar su funcionamiento interno, con el
convencimiento de que el ahorro económico derivado del incremento de su eficacia y eficiencia se trasladaría
a ciudadanos y empresas. La reducción de costes de los servicios, consecuencia de la mejora de su eficiencia
interna y la reducción de los plazos de tramitación de los procedimientos permitiría servicios mejores a
menor coste a la ciudadanía en su conjunto.

En esta búsqueda de la eficacia, las Administraciones han realizado importantes inversiones para incorporar
la utilización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) en su quehacer diario. Estas
tecnologías han permitido —en distinto grado— automatizar un elevado número de procesos y procedimien-
tos y ha simplificado considerablemente el trabajo interno desarrollado por muchos departamentos, con la
correspondiente mejora de su eficiencia, cumpliendo así una parte de las expectativas que la Administración
electrónica había despertado.

En paralelo con el uso de las TIC para mejorar los procesos internos, el desarrollo de Internet generó una
demanda importante sobre empresas y Administraciones para que éstas usaran el nuevo canal para facilitar
a sus usuarios la información y el acceso electrónico a sus servicios.

A medida que el sector empresarial y algunos departamentos ministeriales fueron facilitando el acceso
electrónico a sus servicios, la presión sobre el resto de la Administración fue incrementándose para conse-
guir, al menos, el mismo grado de acceso que proporcionan aquellos departamentos más avanzados.




